
1

En Logroño, a 9 de mayo de 2002, el Consejo Consultivo de La Rioja, reunido en 
su sede provisional, con asistencia de su Presidente, D. Joaquín Espert y Pérez-Caballero, 
de los Consejeros D.Antonio Fanlo Loras, D.Pedro de Pablo Contreras, Dª Mª del Bueyo 
Díez Jalón, D. José Mª Cid Monreal , así como del  Letrado-Secretario General, D. Ignacio 
Granado Hijelmo, actuando como ponente D Joaquín Espert y Pérez-Caballero, emite, por 
unanimidad, el siguiente    
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Correspondiente a la consulta formulada por el Excmo. Sr. Consejero de Turismo y 
Medio Ambiente,  en relación con el expediente de responsabilidad patrimonial incoado a 
instancia de D.LP.D., en reclamación de daños producidos en el vehículo de su propiedad, 
marca Renault 19, matrícula LO- XXX, al colisionar con un corzo�
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$QWHFHGHQWHV�GHO�$VXQWR

3ULPHUR

Por escrito registrado de entrada el 20 de septiembre del 2001, D.LP.D., formuló 
reclamación de responsabilidad patrimonial de la Administración Pública de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, exponiendo que� �FRQ� IHFKD� ��������, FLUFXODED�

FRQGXFLHQGR� HO� YHKtFXOR� GH� PL� SURSLHGDG� PDUFD� 5HQDXOW� ���� PDWUtFXOD� /2�;;;� SRU� OD�

FDUUHWHUD� 1������ D� OD� DOWXUD� GHO� SXQWR� .P�� �������� VREUH� ODV� ������ KRUDV� FXDQGR� XQ�

FRU]R� LUUXPSLy� HQ� OD� FDO]DGD� QR� SXGLHQGR� HYLWDU� FROLVLRQDU� FRQ� HO� PLVPR�� UHVXOWDQGR�

GDxRV�PDWHULDOHV�HQ�HO�YHKtFXOR�GH�PL�SURSLHGDG�YDORUDGRV�HQ��������SWDV���

 Acompaña a su escrito fotocopias del Atestado de la Guardia Civil de Tráfico AP 
278/01, del permiso de circulación del vehículo, de su D.N.I, de un informe de la 
Consejería de Turismo y Medio Ambiente, copia del informe pericial de daños y factura 
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original de reparación, cuyo importe coincide con la cantidad reclamada.

El Atestado de la Guardia Civil confirma el relato fáctico del reclamante y el 
informe de la Consejería específica que el punto kilométrico 285,400 de la carretera N-111 
se encuentra en el término municipal de Lumbreras, dentro de la reserva Regional 
Regional de Caza de La Rioja (Cameros-Demanda), cuyo titular es la Comunidad 
Autónoma de La Rioja.

6HJXQGR

Por Resolución de 30 de noviembre del 2001, el Excmo. Sr. Consejero acuerda 
admitir a trámite la reclamación, nombrando instructor y secretario del expediente

7HUFHUR

Con fecha 14 de enero del 2002, se pone de manifiesto el expediente a efectos del 
trámite de audiencia, sin que se formulen alegaciones.

&XDUWR

A propuesta de la Instructora, de fecha 20 de marzo del 2002, el Excmo. Sr. 
Consejero resuelve, en la misma fecha, la ampliación en 6 meses del plazo máximo para 
resolver, de acuerdo con el art. 42.6 de la Ley 30/1992, fundando su resolución en la 
disminución, con carácter transitorio, de efectivos personales, el elevado número de 
denuncias recibidas y el volumen de expedientes sancionadores que están siendo 
tramitados por la Sección de Normativa y Asistencia Técnica.

4XLQWR

El 4 de abril del 2002 se formula Propuesta de Resolución en la que, con 
fundamentación jurídica en la doctrina de este Consejo Consultivo, �VH� SURSRQH��

UHFRQRFHU�OD�H[LVWHQFLD�GH�UHVSRQVDELOLGDG�FLYLO�REMHWLYD���GH�OD�&RPXQLGDG�$XWyQRPD�GH�

/D� 5LRMD� SRU� ORV� GDxRV� SURGXFLGRV� HQ� HO� YHKtFXOR� GH� '�/3�'�� PDWUtFXOD� /2�;;;��

YDORUDGRV�HQ��������HXURV���������SHVHWDV��\�UHFDEDU�GLFWDPHQ�GHO�&RQVHMR�&RQVXOWLYR�GH�

/D�5LRMD��

$QWHFHGHQWHV�GH�OD�FRQVXOWD
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Por escrito de 19 de abril de 2002, registrado de entrada en este Consejo el 24 de 
abril de 2002, el Excmo. Sr. Consejero de Turismo y Medio Ambiente remite al Consejo 
Consultivo de La Rioja para dictamen el expediente tramitado sobre el asunto referido.

6HJXQGR

Mediante escrito de 24 de abril de 2002, registrado de salida el día 25 de abril de 
2002, el Sr. Presidente del Consejo Consultivo de La Rioja  procedió, en nombre del 
mismo, a acusar recibo de la consulta, a declarar  provisionalmente la misma bien 
efectuada, así como a apreciar  la competencia del Consejo para evacuarla en forma de 
dictamen.

7HUFHUR

 Asumida la ponencia por el Consejero señalado en el encabezamiento, la misma  
quedó incluida,  para debate y votación, en el orden del día de la sesión del Consejo 
Consultivo convocada para la fecha allí mismo señalada.

)81'$0(1726�'(�'(5(&+2

3ULPHUR

1HFHVLGDG�GHO�'LFWDPHQ�GHO�&RQVHMR�&RQVXOWLYR

Tal necesidad de dictamen -a recabar por el órgano del expediente, concluido el 
trámite de audiencia, del Consejo de Estado o, en su caso, del órgano consultivo de la 
Comunidad Autónoma- la establece el artículo 12.1 del Reglamento de los Procedimientos 
en materia de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, aprobado por 
R.D. 429/1993, de 26 de marzo.

Confirman el carácter preceptivo de la consulta, a evacuar por este Consejo 
Consultivo, los artículos 11-g) de nuestra Ley reguladora, Ley 3/2001, de 31 de mayo, y 
12.2-G) de nuestro Reglamento, aprobado por Decreto 8/2002, de 24 de enero.

6HJXQGR
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/D�UHVSRQVDELOLGDG�FLYLO�\�OD�UHVSRQVDELOLGDG�DGPLQLVWUDWLYD�SRU�GDxRV�
FDXVDGRV�SRU�DQLPDOHV�GH�FD]D�

En nuestro Dictamen 19/98 decíamos que -a la vista de la Ley estatal de Caza de 
1970- ha de distinguirse entre la responsabilidad que corresponde a los titulares de 
aprovechamientos cinegéticos (que, en cuanto ligada H[� OHJH� a una titularidad 
jurídico-privada, es una específica responsabilidad extracontractual objetiva de naturaleza 
civil; sin que cambie tal naturaleza por el hecho de que, circunstancialmente, el titular del 
aprovechamiento sea una persona jurídico-pública), y la que compete a la Administración 
por el funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, cuya existencia también 
puede apreciarse -incluso, atendida la relación de causalidad, en concurrencia con la 
anterior- cuando se constate, �HQ�HO�FDVR�FRQFUHWR��XQD�YHUGDGHUD�UHODFLyQ�GH�FDXVDOLGDG�

HQWUH�HO�GDxR�SURGXFLGR�\�XQD�HVSHFtILFD�PHGLGD�DGPLQLVWUDWLYD��SURWHFWRUD��DXWRUL]DGRUD�

R� GH� RWUD� tQGROH�� VHD� GH� DOFDQFH� JHQHUDO� R� OLPLWDGD� D� FLHUWDV� SLH]DV� GH� FD]D� R� D�

GHWHUPLQDGR� iPELWR� WHUULWRULDO� R� SHUVRQDO�� (Fundamento Jurídico 3º citado Dictamen 
19/98).

Por otra parte, se indicaba igualmente en el referido Dictamen 19/98 (F.J. 2º) que �OD�

SUHFHGHQWH�GLIHUHQFLDFLyQ�KD�GH�PDQWHQHUVH�XQD�YH]�HQ�YLJRU�OD�/H\���������GH���GH�-XOLR��

GH�&D]D�GH�/D�5LRMD��������HQ�FXDQWR�LPSRQH�D�ORV�WLWXODUHV�GH�WHUUHQRV�FLQHJpWLFRV�\�D�ORV�

SURSLHWDULRV�GH�WHUUHQRV�FHUFDGRV�\�GH�]RQDV�QR�FLQHJpWLFDV�YROXQWDULDV�OD�REOLJDFLyQ�GH�

LQGHPQL]DU� ORV� GDxRV� SURGXFLGRV� D� WHUFHURV� SRU� DQLPDOHV� GH� FD]D� SURFHGHQWHV� GH� ORV�

PLVPRV� �SULPHU� SiUUDIR� GH� VX� DUW�� ����� (VWD� UHVSRQVDELOLGDG�� HQ� FXDQWR� VH� LPSRQH� FRQ�

FULWHULR� REMHWLYR� \� QR� FXOSDELOtVWLFR� D� ORV� WLWXODUHV� GH� GHUHFKRV� VXEMHWLYRV� SULYDGRV��

SHUWHQHFH�DO�iPELWR�GHO�'HUHFKR�SULYDGR��LQFOXVR�HQ�HO�FDVR�GH�TXH�ORV�WLWXODUHV�GH�GLFKRV�

GHUHFKRV�VHDQ�SHUVRQDV�MXUtGLFDV�GH�'HUHFKR�S~EOLFR���

7HUFHUR
5HVSRQVDELOLGDG�GH�OD�&RPXQLGDG�$XWyQRPD

A la vista de la anterior doctrina, no  ofrece duda que la responsabilidad de la 
Administración autonómica que se dilucida en el presente expediente encaja perfectamente 
en el supuesto previsto en el párrafo primero del art. 13 de la Ley 9/1998, de 2 de julio, de 
Caza de La Rioja.

Constatado, en efecto, en dicho expediente que el ciervo causante de los daños 
procedía de la Reserva Regional de Caza de La Rioja (Cameros-Demanda), cuyo titular es 
la Comunidad Autónoma de La Rioja, y siendo dicha Reserva un "terreno cinegético" a los 
efectos del citado párrafo primero del art. 13 de la Ley de Caza de La Rioja (según 
establece expresamente el art. 20.1.a) de la misma ), es obvio que es la Comunidad 
Autónoma su titular, por lo que, a tenor del citado precepto, es ella la responsable �GH�ORV�
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GDxRV� RULJLQDGRV� SRU� ODV� SLH]DV� GH� FD]D� SURFHGHQWHV� GH� ORV� PLVPRV�� VDOYR� TXH� HO� GDxR�

FDXVDGR� VHD� GHELGR� D� FXOSD� R� QHJOLJHQFLD� GHO� SHUMXGLFDGR� R� GH� XQ� WHUFHUR��� Al no 
apreciarse en el caso esta última y concreta incidencia en la relación de causalidad, la 
Administración debe responde, además, íntegramente.

Así pues, en la citada prescripción legal quedan subsumidos todos los requisitos 
exigibles para imputar la responsabilidad por el daño producido a la Comunidad 
Autónoma de La Rioja. En casos como el que nos ocupa, se trata, pues, en primer lugar, de 
determinar si fue una pieza de caza la causante del accidente (relación de causalidad en 
sentido estricto) para, en segundo lugar, establecer la concurrencia o no del único criterio 
positivo de imputación objetiva que utiliza aquí el ordenamiento, que no es otro que la 
procedencia del animal de una Reserva Regional de Caza. Sólo si, en el análisis de la 
relación de causalidad en su más estricto sentido, se concluye que el resultado dañoso se 
explica, en todo o en parte, por la conducta del propio perjudicado o de un tercero, y que 
dicha conducta debe ser calificada como culposa o negligente, cabe limitar o excluir la 
responsabilidad de la Administración en cuanto titular del terreno cinegético.

No cabe en estos casos exigir otros requisitos. La doctrina contenida en nuestro 
Dictamen 25/98, en el que se afirmaba que, para dilucidar la responsabilidad de la 
Administración en estos supuestos, era preciso exigir, en lo demás, los requisitos 
establecidos en la Ley para imputar a aquélla la obligación de indemnizar los daños 
causados por el funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos (arts. 106.2 y 
139 y siguientes LRJAP), se refería al régimen del artículo 33.3 de la Ley estatal 1/1970, 
de 4 de abril, de Caza, en el que se contemplaba la responsabilidad del 6HUYLFLR�GH�3HVFD�

&RQWLQHQWDO�� &D]D� \� 3DUTXHV� 1DFLRQDOHV� como subsidiaria de la del titular del 
aprovechamiento (y que por eso entendíamos le competía como titular de un servicio 
público, ya que no de un derecho subjetivo privado); pero no es aplicable, tras la entrada 
en vigor de la Ley de Caza de La Rioja, sino a los aspectos de SURFHGLPLHQWR�� según 
previene expresamente el párrafo cuarto de su artículo 13, porque en ella la 
responsabilidad de la Administración se afirma en cuanto WLWXODU�FLQHJpWLFR�y, por tanto, 
del aprovechamiento (cfr. arts. 4 y 22.2), y es directa, no subsidiaria.

Hemos de coincidir, por tanto, con la propuesta de resolución que cita, además, 
nuestro Dictamen 22/01 que recogía la doctrina anteriormente expuesta, en base a la cual 
no introduce consideración ni conclusión alguna sobre la existencia de nexo causal entre el 
funcionamiento de los servicios públicos y el daño producido.�

&XDUWR

6REUH�OD�YDORUDFLyQ�GHO�GDxR�FDXVDGR�\�OD�FXDQWtD��\�PRGR�GH�LQGHPQL]DFLyQ�
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La propuesta valora el daño causado en 594,71 euros (98.951 pesetas), cuantía en la 
que deberá indemnizarse al propietario del vehículo.

En cuanto al modo de indemnización, siendo los daños materiales y estando 
cuantificados, su resarcimiento ha de hacerse mediante su pago en dinero, de acuerdo con 
la legislación presupuestaria de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

&21&/86,21(6

3ULPHUD

Existe responsabilidad civil de la Comunidad Autónoma de La Rioja, en base al 
artículo 13, párrafo primero, de la Ley de Caza de la Comunidad Autónoma, Ley 9/1998, 
al ser titular de la Reserva Regional de Caza de La Rioja (Cameros-Demanda) de la que 
procedía el corzo, cuya irrupción en la calzada ocasionó el siniestro. 

6HJXQGD

La cuantía de la indemnización ha de fijarse en quinientos noventa y cuatro euros  
con setenta y un céntimos, debiendo hacerse su pago en dinero, con cargo al Presupuesto 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

Este es nuestro dictamen que pronunciamos, emitimos y firmamos en el lugar y 
fecha del encabezamiento.




